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Exp. 73/2022-2 


TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
SEGUNDA SALA UNITARIA
EXPEDIENTE: 73/2022-2
PARTE ACTORA: 

**********

AUTORIDAD DEMANDADA:

TESORERO DEL GOBIERNO MUNICIPAL DE SOLEDAD DE GRACIANO SANCHEZ, SAN LUIS POTOSÍ, **********
MAGISTRADA:  MARÍA OLVIDO RODRÍGUEZ VÁZQUEZ

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

OSCAR TORRES HERRERA
San Luis Potosí, San Luis Potosí, a catorce de marzo de dos mil veintitrés.

V I S T O,  para resolver en definitiva el Juicio Contencioso Administrativo número 73/2022-2 promovido por **********, contra actos emitidos por el Tesorero del Gobierno Municipal de Soledad de Graciano Sánchez, San Luis Potosí, **********.
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el ocho de febrero de dos mil veintidós, el C. **********,  en su carácter de apoderado legal de la persona moral **********promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo contra actos emitidos por el Tesorero Municipal del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., y por el acto que a continuación se precisa:

"La resolución NEGATIVA FICTA, que se configura por la falta de respuesta a diversa solicitud de devolución pago de lo indebido, presentada por la particular, ante la Tesorería del Ayuntamiento Municipal de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P. con fecha 11 de Mayo de 2021.”
II.- Por auto de fecha veinticuatro de febrero de dos mil veintidós, se tuvo por admitida la demanda de la persona moral denominada **********,  en contra del  Tesorero Municipal del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., ordenándose correr traslado, para que contestara lo que a su derecho conviniera, ofreciera y exhibiera las pruebas que estimara pertinente.
III.- Por auto de fecha dieciocho de agosto de dos mil veintidós, se tuvo a la Autoridad demandada por contestando la demanda, por lo que se ordenó correr traslado a la parte actora para los efectos legales que a su derecho correspondiera.
Por otra parte, se señalaron las diez horas del veintitrés de septiembre de dos mil veintidós, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
IV.- Por auto de fecha veintitrés de septiembre de dos mil veintidós, se tuvo a la persona moral actora por interponiendo aplicación de demanda, por lo que se ordenó que con una copia simple de la misma, se corriera traslado a la autoridad demandada para que manifestara lo que a su derecho conviniera.

Por otra parte y toda vez que se admitió a trámite la ampliación de demanda promovida por la parte actora, y se le otorgo a la autoridad demandada el termino para contestarla, se ordenó diferir la audiencia final señalada para las diez horas del día veintitrés de septiembre de dos mil veintidós.

V.- Por auto de fecha veintinueve de noviembre de dos mil veintidós, se tuvo a la autoridad demandada por precluido su derecho para contestar la ampliación de demanda, y por contestada la misma en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario.

Por último, se señalaron las trece horas del diecisiete de enero de dos mil veintitrés, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

VI.- En la fecha y hora señaladas, se llevó a cabo la audiencia final, sin la asistencia de las partes, en el desarrollo de la audiencia se dio cuenta de las constancias de autos; en la etapa de pruebas se tuvieron por desahogadas las que así lo ameritaron, después se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos se certificó que únicamente se formularon por la persona moral actora. Finalmente, se citó para resolver.
C  O  N  S  I  D  E  R  A  N  D  O
PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción XIII, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.
El C. **********justificó su personalidad de apoderado legal de la persona moral **********,  con la copia certificada del instrumento notarial número **********, documental que obra de la foja de la 10 a la 50 del expediente en el que se actúa.

Así mismo, demostró su interés jurídico, en términos del numeral 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con el escrito dirigido a la Tesorería del Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, recibido por la Oficialía de Partes del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., con fecha de once de mayo de dos mil veintiuno, el cual se encuentra a foja de la 86 a la 91 del expediente en el que se actúa.
Por otra parte, el **********, en su carácter de Tesorero del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, quedó acreditada con la copia certificada del nombramiento expedido a su favor, documental que obra a foja 129 del expediente en el que se actúa.

Ahora bien, se debe de precisar que no pasa desapercibido por esta Sala Unitaria que la persona moral actora al momento de producir su ampliación de demanda, manifiesta que la autoridad demandada Tesorero Municipal del H.  Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, exhibió un supuesto nombramiento expedido por el Presidente Municipal de dicho Ayuntamiento, quien de acuerdo con la legislación aplicable, carece de facultades para realizarlo; en ese sentido se tiene que dichas manifestaciones devienen de infundadas e inoperantes, ello en virtud, de que si así lo alega la parte actora, debió de haber promovido el Recurso de Reclamación en contra de la admisión de la contestación de demanda, según lo previene el artículo 149 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por lo que al no haberlo hecho, quedo firme el auto de admisión de la contestación de la demanda.
Las documentales en referencia adquieren valor probatorio  pleno, con apoyo legal en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo es la legalidad o ilegalidad de la resolución negativa ficta que se configura por la falta de respuesta a diversa solicitud de devolución de pago de lo indebido, presentada por la persona moral actora, ante la Tesorería del Ayuntamiento Municipal de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., con fecha once de mayo de dos mil veintiuno. 

CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o  sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
La autoridad demandada Tesorero del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., al momento de producir su contestación de demanda hace valer la excepción de sine actione agis, en virtud de la negación de la demanda, teniendo como único efecto arrojar la carga de la prueba al actor, la cual se hace valer en virtud de que el acto impugnado se ajusta a la satisfacción de los parámetros de legalidad y validez, es decir, a la ficción negativa que encuentra apoyo en el hecho de que el interesado no aporta elementos suficientes para considerar la integración de la figura fiscal de “pago de lo indebido”, asociado a ello, se advierte que la parte actora solo acredita el cumplimiento de una obligación tributaria de manera voluntaria y espontánea, no obstante, ello no implica que exista o bien proceda el pago de lo indebido, mucho menos justifica una violación al principio de legalidad tributaria de manera voluntaria y espontánea, no obstante, ello no implica que exista o bien proceda el pago de lo indebido, mucho menos justifica una violación al principio de legalidad tributaria en su perjuicio con el cumplimiento de la obligación, situación que refrenda la legalidad, validez y eficacia de la postura de la autoridad municipal.

Así mismo hace valer la excepción inepto libelo, ello en virtud de la falta de requisitos esenciales en la forma de la demanda, así como al contenido de la misma, puesto que en el caso que nos ocupa, es evidente, por lo que respecta a esta autoridad demandada que no se le imputa de manera directa ningún acto administrativo, pues, el escrito demanda es difuso e incorrecto, al no reunir a cabalidad las formalidades exigibles para el caso concreto, además las percepciones que plasma en su escrito de demanda, no implican la existencia de un agravio real y directo, situación que se vislumbra al analizar sus conceptos de impugnación, pues de manera dogmática se limita a reproducir varios dispositivos legales constitucionales, no obstante, no establece un vínculo lógico-jurídico que permita demostrar la existencia de un agravio
No obstante lo argumentado por la enjuiciada en su contestación de demanda; la suscrita Magistrada considera que dichas causales de improcedencia deben desestimarse en virtud de que los razonamientos en los cuales se sustentan, involucran cuestiones inherentes a la resolución de fondo del juicio, esto es, constituyen la materia de Litis del asunto, estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama la parte actora, de ahí que no puedan analizarse en este momento como unas causales de improcedencia y sobreseimiento. 

Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio contenido en la Tesis de Jurisprudencia -que es aplicable al caso por analogía-, cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación: 

 “IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse…”

En ese tenor de acuerdo a lo que ordena el artículo 228 último párrafo del citado Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y no advirtió que en la especie se actualice causal de improcedencia alguna, por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.

QUINTO.- Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito de demanda y de ampliación de demanda, se localizan a fojas de la 04 a la 08 y de la 138 a la 148  del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia  TCC,  del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.- “

SEXTO.-En primer término se debe señalar que la parte actora en su escrito inicial de demanda impugna la resolución negativa ficta respecto de la instancia formulada por la persona moral Actora, teniendo como fecha de presentación el once de mayo de dos mil veintiuno, y mediante la cual le fue negado la devolución del pago de lo indebido, respecto del pago efectuado por concepto del impuesto predial respecto del inmueble ubicado en la calle de **********, al que le corresponde la clave catastral **********donde se ubica**********. 

Dicho escrito fue acompañado como prueba por la parte actora, el cual obra a fojas de la 86 a la 91 del expediente en el que se actúa, sin que hubiese sido objetado por la autoridad**********demandada en su escrito de contestación de demanda, por lo que hace prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 
 Al respecto, el artículo 44 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, norma la configuración de la negativa ficta en los siguientes términos:
ARTÍCULO 44.- Las promociones y solicitudes que formulen los particulares a las autoridades fiscales, deberán ser resueltas y notificadas en un plazo no mayor de dos meses, salvo que se establezca un lapso distinto. Transcurrido este plazo, el interesado podrá considerar que la autoridad resolvió negativamente, en cuyo caso, estará en aptitud de intentar los medios de defensa que procedan. El plazo mencionado se suspenderá cuando la autoridad requiera la presentación de documentación o, de información adicional. 

De la transcripción anterior, es factible desprender los elementos que configuran una Resolución negativa ficta, a saber: 

a)
Que exista una instancia o petición formulada por escrito a la autoridad.

b)
El silencio de la autoridad.

c)
Que la falta de respuesta se prolongue por un plazo que exceda el término previsto por la ley para que la autoridad resuelva la instancia o petición.

Lo anterior, encuentra sustento en lo establecido en el siguiente criterio jurisprudencial:

NEGATIVA FICTA. LA DEMANDA DE NULIDAD EN SU CONTRA PUEDE PRESENTARSE EN CUALQUIER TIEMPO POSTERIOR A SU CONFIGURACIÓN, MIENTRAS NO SE NOTIFIQUE AL ADMINISTRADO LA RESOLUCIÓN EXPRESA (LEY DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA PARA EL ESTADO DE NUEVO LEÓN).

Del artículo 46 de la ley mencionada se advierte que en el caso de la negativa ficta, el legislador sólo dispuso los derechos del administrado para demandar la nulidad de la denegada presunción al transcurrir cuarenta y cinco días después de presentada la petición, y de ampliar su demanda al contestar la autoridad administrativa; sin embargo, nada previno en dicho precepto ni en alguna otra disposición, respecto al plazo para impugnar la resolución negativa ficta una vez vencido el citado lapso. En tales condiciones, deben prevalecer en el caso los principios y los efectos que diversas legislaciones y la doctrina han precisado para que se materialice o configure la institución de mérito, a saber: 1) La existencia de una petición de los particulares a la Administración Pública; 2) La inactividad de la Administración; 3) El transcurso del plazo previsto en la ley de la materia; 4) La presunción de una resolución denegatoria; 5) La posibilidad de deducir el recurso o la pretensión procesal frente a la denegación presunta o negativa ficta; 6) La no exclusión del deber de resolver por parte de la Administración; y, 7) El derecho del peticionario de impugnar la resolución negativa ficta en cualquier tiempo posterior al vencimiento del plazo dispuesto en la ley para su configuración, mientras no se dicte el acto expreso, o bien esperar a que éste se dicte y se le notifique en términos de ley.

Ahora bien, analizando las constancias que integran el expediente en que se actúa y, a fin de acreditar la existencia de los elementos que configuran la resolución negativa ficta, es de advertirse que en la presente controversia se acreditan los elementos que la integran, considerando que para su actualización se requiere que al menos exista una petición o instancia formulada a una autoridad y el silencio de ésta hasta la fecha en que controvirtió su negativa  en esta vía.

Así, la Resolución negativa ficta demandada por la parte actora se acredita en razón de las siguientes consideraciones:

1.- De las constancias que obran en autos, se encuentra la petición formulada por la parte actora.

2.- Dicha petición no fue contestada por la autoridad demandada, situación que se asevera, ya que no fue acreditado en la contestación de la demanda. 

Luego entonces, en primer lugar debe tenerse por configurada la resolución negativa ficta a la solicitud de devolución de pago de lo indebido de fecha once de mayo de dos mil veintiuno.

En segundo lugar, corresponde pronunciarse sobre la legalidad o ilegalidad de la Resolución negativa ficta. En este orden de ideas, el artículo 244 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí dispone que “En caso de negativa ficta, la autoridad únicamente expresara los hechos y el derecho en que se apoya la misma”; esto es, no por configurarse la Resolución negativa ficta, por sí misma es ilegal, pues en todo caso, la autoridad demandada podrá sustentar su negativa expresando los fundamentos y razones que motiven su determinación y, eventualmente, podría declararse la legalidad de la misma.

En el supuesto, de que en la contestación de la demanda, la autoridad demandada no exprese el derecho en que funde su negativa, la sala tendrá por confesados los hechos que la actora le impute de manera directa, salvo prueba en contrario. 

Para una mejor comprensión de lo expuesto, se transcribe el numeral anteriormente citado.

ARTICULO 244. La parte demandada deberá adjuntar a su contestación copias de la misma y de los documentos que acompañe, para cada una de las demás partes.

Para efectos de lo anterior, se estará a lo dispuesto en el párrafo segundo del artículo 235 de este Código.

En la contestación de la demanda no podrá variarse la fundamentación y motivación del acto impugnado.

Tratándose de resolución negativa ficta, si la autoridad no expresa los hechos y el derecho en que se apoya la misma, la Sala tendrá por confesados los hechos que la actora le impute de manera precisa a la demandada, salvo prueba en contrario.

En la contestación de la demanda o antes de que se dicte sentencia, la autoridad demandada podrá allanarse a las pretensiones del actor o, revocar el acto impugnado, siempre que se satisfaga la pretensión del demandante; esto es, que la extinción del acto atienda a lo efectivamente pedido por el actor en la demanda o, en su caso, en la ampliación, pero vinculada a la naturaleza del acto impugnado.

En ese caso, el Magistrado debe analizar si la revocación satisface las pretensiones del demandante, en su defecto continuará el trámite del juicio.

Bajo esta tesitura, se tiene que el Tesorero Municipal del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., al producir su contestación de demanda, expone las razones que en su consideración sustentan su negativa a lo solicitado por la persona moral actora, argumentando lo establecido en la foja de la 121 a la 126 del expediente en el que se actúa, manifestaciones que se tienen aquí reproducidas como a la letra  se insertasen.

Conforme a los razonamientos que produce la demandada, la parte actora formulo en su escrito inicial de demanda conceptos de impugnación en contra de la legalidad de la negativa ficta y al efecto en lo substancial señalo lo siguiente. 

(…)

La devolución resulta procedente al tenor de lo previsto en los artículos 1°, 14, 16, 22 y 31 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 1°, 2°, 7, fracción I inciso a), 8° y 46 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, en relación con los razonamientos que enseguida se desarrollan.

La particular jamás calculó la cantidad enterada por concepto de impuesto predial, correspondiente al ejercicio fiscal 2021, por el inmueble que nos ocupa; por el contrario, fue la autoridad municipal quien le indicó a la contribuyente el importe a cubrir, sin presentarle justificación ni explicación alguna.

Ahora bien, es el caso que la autoridad no ha emitido ni notificado resolución alguna en la que exprese la competencia conducente, la debida fundamentación y la adecuada motivación, que eventualmente sustentara la determinación, liquidación y cobro del monto efectivamente pagado por la administrada, por concepto del impuesto predial sobre el referido inmueble.

En esa medida, no existe resolución alguna, fundada y motivada, emitida por autoridad competente y notificada formalmente, mediante la cual, se determine y liquide la obligación fiscal cubierta por mi representada, por concepto de impuesto predial atinente al ejercicio 2021.

Esto es, la autoridad competente no ha expresado fundamentación y motivación, ni legal ni técnica, que eventualmente justificara el pago de la cantidad efectivamente cubierta por la contribuyente.

En otras palabras, no existe explicación ni justificación que sustente el cobro de la cantidad efectivamente enterada por la administrada. Por consiguiente, se trata del pago de lo indebido, cuyo importe procede devolverse a la contribuyente.

Por el pago realizado por concepto de impuesto predial, ejercicio fiscal 2021, a la gobernada tan sólo se le proporcionó un comprobante de pago, sin mayor detalle ni explicación que justificara en modo alguno la cuantía de la contribución.

En ese tenor, la gobernada desconoce cuál es el sustento normativo aplicable al caso concreto, desconoce cuál es la base gravable y los demás elementos que tomó en consideración la autoridad para llevar a cabo la determinación, desconoce el procedimiento de cálculo y liquidación, desconoce el ámbito de competencia de la autoridad exactora para determinar y cuantificar el impuesto; todo ello, en virtud de la ausencia de resolución formal, debidamente fundada y adecuadamente motivada.

(…)

El concepto de impugnación, que en este acto se analiza, resulta ser fundado y suficiente para declarar la nulidad lisa y llana de la resolución impugnada, ello de acuerdo a las siguientes consideraciones:

En primer término, se debe de manifestar, que tal y  como lo afirma la parte actora en el concepto de impugnación que en este acto se analiza; la autoridad no hace referencia alguna al fundamento legal que justifique la obligación de pago del impuesto predial, correspondiente al periodo del primer bimestre del dos mil veintiuno, concepto que aparece consignado en el recibo de entero ********** y tampoco explica en que consiste cada rubro, ni el fundamento legal que contemple su existencia, además de que, a la luz de lo argumentado por la autoridad, esta Sala Unitaria advierte que esta no atiende de manera congruente y exhaustiva, a lo que le fue planteado por la hoy actora, como se explica en las consideraciones que enseguida se vierten. 
Ahora bien, es conveniente precisar que el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que tutela el principio de legalidad, impone que todo acto de autoridad debe necesariamente cumplir, con los requisitos de fundamentación y motivación, entendiendo como lo primero, la obligación de expresar con precisión el precepto legal aplicable al caso, y por lo segundo, la obligación de señalar con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, esto es, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. De igual modo, como parte integrante de ese principio de legalidad, se tiene para las autoridades tanto administrativas como jurisdiccionales, la obligación de atender las peticiones que le sean planteada de manera congruente con lo peticionado, atendiendo cada uno de los puntos de la solicitud.

Vinculado a lo anterior, la legislación estatal prevé como requisitos que deben revestir los actos decisorios de autoridad, el de congruencia y  exhaustividad, pues al efecto el artículo 165 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dice.
ARTÍCULO 165. Son requisitos del acto administrativo: 
I. Que cumpla con las formalidades del procedimiento; 
II. Que se encuentre adecuadamente fundado y motivado; 
III. Que se expida de manera congruente con lo solicitado y resolver expresamente todos los puntos propuestos por el interesado o previstos por las normas. 

IV. Que en su expedición se señale lugar y fecha de emisión; 
V. Tratándose de actos administrativos que deban notificarse deberá hacerse mención de la oficina en que se encuentra y pueda ser consultado el expediente respectivo, y 
VI. Tratándose de actos administrativos recurribles, deberá mencionarse el recurso que proceda y el término con que se cuenta para interponerlo, así como la autoridad ante la cual puede ser presentado. 
Cuando en el acto administrativo se omita señalar el término y recurso mencionados en el párrafo anterior, el impugnante contará con el doble del plazo que establecen las disposiciones legales para interponer el recurso correspondiente.

Conforme al contenido del depósito en cita, las autoridades tienen la obligación no solo de fundar y motivar las consideraciones en que basan su determinación, sino que además, se hace necesario que se expida o de respuesta en congruencia con lo solicitado y se resuelvan expresamente todos los puntos propuestos por el interesado o previstos por las normas.


Ahora bien, esta Sala Unitaria estima que no se cumple con los requisitos de congruencia y exhaustividad anotados, porque del análisis a los argumentos que hace la autoridad al contestar la demanda inicial y en los que sustenta la negativa a la solicitud de devolución de lo pagado, visible a fojas 110 a la 128 de autos; se advierte medularmente que no atiende a las cuestiones planteadas por la aquí accionante en el escrito de solicitud que le fue presentado el once de mayo de dos mil veintiuno y que corre agregado en fojas 86 a la 91 del sumario, pues en tal determinación resuelve la solicitud formulada de forma genérica, limitándose a señalar que la actora impugna la resolución de negativa ficta configurada por la falta de contestación a su solicitud de devolución de pago de lo indebido realizado mediante el recibo de entero folio **********, por concepto de pago del predial correspondiente al primer bimestre del año dos mil veintiuno, y que no toda petición que se eleve a la autoridad fiscal y no sea contestada en el término de dos meses, constituye una negativa ficta; y en el segundo argumento se concreta a señalar las facultades de revisión, fiscalización, determinación y cobro de las contribuciones se hacen por conducto de las Tesorerías y aduce que el pago hecho de manera voluntaria acarrea la inexistencia del cobro, razón por la cual se ubica en la hipótesis que excluye  el cobro ejercido por el órgano de gobierno.

En ese contexto, no obstante que la norma impone como obligación de la autoridad al emitir su respuesta, dilucidar de fondo si la quejosa carecía o no de razón en sus pretensiones; el Tesorero Municipal demandado, no dio una respuesta puntual y exhaustiva a los planeamientos señalados por la ahora actora en el escrito de solicitud que le fue presentado el once de mayo de dos mil veintiuno,  pues mientras que la petición contenida en el citado escrito de solicitud, consiste en la devolución de la cantidad del pago del primer bimestre del impuesto predial del dos mil veintiuno la cual aparece en el recibo de entero **********, la autoridad demandada niega la misma, en virtud de que no es un acto de autoridad que implique un acto administrativo.
Por tanto, la negativa que se advierte de la contestación de demanda respecto a la devolución del pago que le fue solicitada por la actora en el escrito de fecha once de mayo de dos mil veintiuno, carece de los elementos de exhaustividad y congruencia que deben revestir los actos decisorios de la autoridad, a que se refiere el artículo 165 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, situación que contraviene el principio de legalidad previsto en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y que deja a la actora en estado de indefensión y le priva de la oportunidad de examinar si la actuación de dicha autoridad se encuentra o no ajustado a la legalidad que todo actos de autoridad debe contener.
En atención a lo anterior, a juicio de la suscrita Magistrada, con fundamento en los artículos 248, 249 y 250 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado,  se  declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ de la negativa ficta recaída a la solicitud de fecha once de mayo de dos mil veintiuno, y a efecto de restituir a la actora en el goce de los derechos, dicha ilegalidad se decreta para efectos de que la autoridad demandada Tesorero Municipal del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., proceda de la siguiente manera:

I. Emita otra respuesta a la petición hecha por la hoy actora mediante escrito de fecha once de mayo de dos mil veintiuno, visible a foja de la 86 a la 91 de autos.

II. En la nueva que pronuncie fundada y motivadamente, resuelva sobre la procedencia de la devolución de la cantidad que fue cubierta por concepto de pago del impuesto predial correspondiente al impuesto predial del primer bimestre de dos mil veintiuno, y en caso de que exista un saldo a favor de la actora, este le sea reintegrado..
Por lo expuesto, y con apoyo en los artículos 1, 7 fracciones I y III, 9 fracción III, 24, 33, 35 fracción VIII, 37 fracciones II, V, VI y VII, y 54 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa, y los artículos  1, 2, 248, 249, 250 fracción II, 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado es de resolverse y se resuelve:

PRIMERO.- Este Sala Unitaria resulto competente para resolver la presente controversia. 

SEGUNDO.- Se decreta la Ilegalidad e Invalidez de la negativa ficta impugnada; misma que se deja sin efecto legal, en los términos, por las razones y para los efectos vertidos en el considerando sexto de esta resolución.


TERCERO.- Notifíquese personalmente a la parte actora y por correo a la autoridad demandada.


Así lo resolvió y firma, la Magistrada del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe.- 

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 
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